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SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Se entra al orden del día con la consideración del asunto motivo de la convocatoria: "Patente de Rodados.- Se 
establece que podrá pagarse en el departamento donde el contribuyente resida o trabaje". 


La Mesa informa que hemos recibido una comunicación del Congreso de Intendentes en la que manifiestan 
su aspiración en el sentido de que si se aprobara una ley referida a patentes de rodados, tuviera vigencia 
retroactiva al 1* de enero de este año. 


SEÑOR ORRICO.- Lo que voy a exponer ahora es el fruto del trabajo de los señores Diputados Asti y 
Longo Fonsalías; yo simplemente voy a tratar de trasmitir lo que hicimos. 


En primer lugar, esta iniciativa tiene como finalidad evitar el penoso espectáculo que estamos dando desde 
hace muchos años con respecto al tema de las patentes, que no le hace bien a los contribuyentes y tampoco al 
sistema político: eso me parece muy claro y creo que todos estamos de acuerdo en tal sentido. 


En segundo término, pretende establecer claramente un principio que ya existe en la Constitución de la 
República pero que es bueno explicitar. Dada la compleja trama de normas jurídicas que regulan a los 
Gobiernos Departamentales y las grandes limitaciones que tienen en cuanto a cuáles son sus fuentes de 
ingreso, no hay duda que los tributos sobre vehículos deben ser abonados por los ciudadanos del 
departamento donde el mismo está empadronado y no en cualquier parte. Eso es lo que busca este proyecto. 


En tercer lugar, dado que estamos hablando del domicilio, en un trabajo muy bueno del señor Diputado 
Longo Fonsalías, se explicita qué significa domicilio en cada uno de los casos, porque también es una 
cuestión que puede dar lugar a distintas interpretaciones, partiendo de la base de que nadie está derogando 
nada. Nadie está derogando, por ejemplo, el principio de que se puede tener pluralidad de domicilio, lo que 
no significa que si yo vivo en Trinidad empadrono en Rivera, salvo que realmente tenga domicilio en un 
lugar y otro, cosa que puede pasar. De hecho, sucede frecuentemente con la gente que tiene casas en 
balnearios: esas personas tienen pluralidad de domicilio. 


Hemos recibido también y lo explicitamos acá una comunicación del Congreso de Intendentes según la cual 
se aspira a que el 1” de enero de 2008 esto esté resuelto. Dicen que esto se logró por diecisiete votos a favor y 
dos abstenciones. 


En conclusión, el primer artículo que pensamos que debería considerarse diría así: "Los contribuyentes del 
tributo sobre vehículos referido en el artículo 297 de la Constitución de la República deberán abonarlo en el 
departamento asiento de su domicilio". 


Si el señor Presidente me permite, cedería el uso de la palabra al señor Diputado Longo Fonsalías, quien 
trabajó sobre el concepto de domicilio. 


SEÑOR LONGO FONSALÍAS.- Para adoptar este criterio nos basamos en un concepto de domicilio 
del Derecho Privado, establecido en el artículo 24 del Código Civil. Según esta norma, este concepto se 
configura por dos elementos naturales: la residencia, que es el elemento material donde se fija el 
domicilio, y el ánimo de permanecer, que es el elemento subjetivo. Por lo tanto, no basta con decir que 
se constituye domicilio en determinado lugar, sino que se debe comprobar el ánimo de permanecer en 
ese sitio. Estos dos elementos conforman la figura del domicilio desde la época del Código de Tristán 
Narvaja. Por ejemplo, si quiero empadronar un vehículo en Cerro Largo porque voy tres veces al año y 
me alojo en el Hotel del Virrey, no puedo constituir domicilio allí. Tiene que haber un ánimo de parte 
de la persona, y eso se da porque vive su familia o porque tiene asiento su trabajo. Son elementos que 
se deben probar. A veces se hacen declaraciones juradas falsas en las Intendencias diciendo que se 
constituye domicilio en donde vive un amigo. Entonces, el Estado tendrá capacidad punitiva respecto a 
quienes hagan declaraciones falsas para evitar que siga ocurriendo lo que acabo de mencionar. 


Elementos probatorios del domicilio pueden ser, por ejemplo, una constancia notarial en la que el escribano 
certifica que cierta persona se domicilia en determinado lugar. Si el escribano incurre en una falsificación, 
pierde el título y hasta puede ir preso. Por lo tanto, este es un elemento muy seguro. El escribano, además de 
conocer que la persona tiene su residencia en el departamento, deberá contar con elementos probatorios y 
para eso le deberán acercar algunos documentos, por ejemplo, títulos de propiedad de un inmueble, el recibo 
de la contribución inmobiliaria, recibo de luz, recibo de agua, contrato de alquiler en caso de ser inquilino, o 
algo que compruebe que esa persona tiene una empresa y está trabajando en ese lugar. 


SEÑOR BOTANA.- Sin entrar en consideraciones sobre el proyecto, quiero hacer una pregunta sobre 
el tema del domicilio. El que alquila una residencia o un local en cualquier lugar, el que fija domicilio 
por un trámite jurídico, o quien integra el directorio de una sociedad anónima que tiene domicilio en 
determinado lugar, ¿está incluido, o estamos hablando del lugar donde se reside con ánimo de 
permanecer, específicamente y sin considerar estas otras cuestiones que también son domicilio, pero en 
otras situaciones? 


SEÑOR ORRICO.- El domicilio es la residencia con ánimo de permanencia. Si alguien pertenece a una 
sociedad anónima que está en Flores que es el departamento del señor Diputado Longo y el individuo 
vive en Maldonado, claramente ese no es su domicilio, porque lo que tendrá esa persona será una 
acción o algo de eso. Pero si el individuo forma parte de una sociedad anónima, es el gerente y vive en 


ese lugar, bueno, puede pasar que el sujeto viva en ese lugar y tenga a su familia establecida en otro 
lado, y vaya y venga. Eso es la pluralidad de domicilio actual, a la que se refiere el sistema jurídico 
uruguayo desde el doctor Tristán Narvaja para acá. Eso no es problema. 


SEÑOR BOTANA.- Quiero hacer referencia al caso de una persona que trabaje en el departamento de 
Montevideo, que duerma en Canelones, a veces, pero que tenga allí su casa; y que, por diversos 
motivos, como trabaja muchas horas, se queda en cualquier lugar del país. 


Entonces, una persona que circula todo el día por el departamento Montevideo, por ejemplo haciendo ventas, 
que trabaja en la capital porque allí está su lugar de trabajo, pero duerme en la Costa de Oro, solo podrá 
empadronar en el departamento de Canelones, que es donde está domiciliado. ¿Es así? 


Gasta el pavimento de Montevideo, ¿no? 


SEÑOR ORRICO.- Quiero aclarar la situación de los viajeros, porque eso está resuelto en la 
jurisprudencia desde hace mucho tiempo. Los viajeros tienen un solo lugar de domicilio, porque en los 
demás lugares donde se alojan ya sea hoteles, pensiones o lo que fuera están de paso. Su domicilio está 
donde ellos tienen su casa, donde les cobran la mutualista y donde realizan toda su actividad social. Ese 
es su domicilio. 


De manera que esos problemas están resueltos. Ahora, naturalmente, siempre va a haber casos límites, que 
son absolutamente minoritarios y no hacen al conjunto de este proyecto de ley, donde van a aparecer 
situaciones que parecen difíciles de clasificar. Ese no es el problema. El problema se genera con aquellos que 
hoy son fácilmente clasificables y, sin embargo, andan por todos lados. Eso es lo que se pretende solucionar. 


SEÑOR LONGO.- Tal como el Código Civil establece, con respecto a la residencia y al tema material 
no habría problema. Está claramente determinado que es donde reside. A veces, se puede prestar a 
confusión la determinación del '"animus", esto es, dónde está el ánimo de permanecer. 


Voy a mencionar algo que extracté al estudiar este tema y que creo que aclara mucho, y es que hay 
determinadas presunciones para acreditar ese "animus", que pueden ser positivas o negativas. Como 
presunción positiva están, por ejemplo, el hecho de abrir una tienda, un mercado, una fábrica u otro 
establecimiento para administrarlo en persona, o tener un empleo fijo en un lugar y por mucho tiempo. Estos 
son algunos elementos que determinan el "animus", y el profesional actuante deberá probarlo ante el 
Municipio porque, de lo contrario, incurre en una falsificación ideológica. Estas son presunciones positivas, 
que demuestran dónde está el ánimo. Pero también hay presunción negativa, como puede ser el 
mantenimiento del hogar doméstico en otro lugar, separado de la familia, y en el caso del viajero que 
mencionaba el señor Diputado Orrico, el que ocupa un lugar en forma accidental, por ejemplo, haciendo 
trabajos temporales. 


Además, entre el material estudiado seleccioné una parte en la que se dice que no hay que perder de vista que 
nuestro ordenamiento jurídico toma del Derecho Romano el criterio de la pluralidad de domicilio. El artículo 
30 del Código Civil establece la pluralidad de domicilio; y es por ello que en estos casos especialísimos 
debemos precisar claramente el concepto y no mezclar. Por estos motivos, a veces hay que establecer en 
forma clara la residencia y el ánimo. A eso voy. 


Al referirnos al concepto establecido en el Código Civil para mí es muy importante porque esto regula las 
relaciones entre las personas en el derecho privado estamos precisando claramente los elementos 
conceptuales y, por lo tanto, el profesional actuante deberá tener presente estos conceptos para no caer en la 
figura delictiva que yo mencionaba, falsificación ideológica, etcétera. 


Creo que con esto dejamos todo atado. Siempre queda la futilidad de las personas, pero si un profesional 
actúa mal será sancionado, como corresponde. Hay muchos casos de profesionales que son sancionados por 
haber realizado, por ejemplo, declaraciones juradas falsas. 


SEÑOR FALERO.- Quiero hacer una consulta, sin ánimo de distraer este pequeño e instructivo debate 
sobre el concepto de domicilio. 


Estaba leyendo la Nota 255/08, del Congreso de Intendentes, donde se habla de establecer el 1” de enero de 
2008 como la fecha para la vigencia de la Ley de Patentes de Rodados. Como el señor Diputado Orrico 
también hizo referencia a esa fecha, quisiera saber si está bien puesta o no. 


SEÑOR ASTI.- La respuesta del Congreso de Intendentes es en virtud de lo que establecíamos en el 
proyecto que habíamos presentado, cuyo artículo $ preveía un plazo para que empezara a regir la 
reglamentación en el caso de los vehículos empadronados, o sea que los vehículos que ya están 
empadronados deben reempadronar cuando no se encuentren en las condiciones que establezca la 
futura ley. En el proyecto original el plazo establecido era bastante mayor: le dábamos hasta cinco 
años para hacerlo, pero el Congreso de Intendentes resolvió acotarlo al año que está en curso, y, por lo 
tanto, quiere que esta norma sea aplicable a los empadronamientos que se hayan realizado a partir del 
1” de enero de 2008. 


SEÑOR FALERO.- Quiere decir, entonces, que es retroactiva. 


SEÑOR ASTTI.- El tema de la retroactividad lo dejo para los abogados. Sí puedo decir que los vehículos 
deben estar empadronados en el lugar de residencia. No es que lo hagamos retroactivo, porque la 
residencia no cambió en un año; el problema es que los vehículos están mal empadronados por no 
haber cumplido con el requisito que, formalmente no por ley pero sí por acuerdo del Congreso de 
Intendentes, regía desde el principio, pero no se respetaba. 


Entonces, se establece el plazo mínimo de que sea a partir del mismo año, y todos sabemos por las 
discusiones que se dieron en el Congreso de Intendentes por qué es que tomó la fecha del 1” de enero de 
2008, es decir, del Ejercicio que está en curso. A partir de la vigencia de la ley, si a esa fecha hay vehículos 
indebidamente empadronados porque el lugar del empadronamiento no coincide con el de la residencia, serán 
alcanzados por lo establecido en este proyecto de ley. 


Esta es la aclaración de por qué los Intendentes fijaron el 1? de enero de 2008 cuando el proyecto original 
otorgaba un plazo mucho más amplio, de hasta cinco años. 


SEÑOR FALERO.- Perfecto. 
Gracias, señor Diputado. 


SEÑOR ASTI.- Por otra parte, quiero decir que hemos conversado con los compañeros sobre este 
asunto y coincidimos con lo expresado, aunque tenemos alguna diferencia con respecto al tema de las 
personas jurídicas, sobre el que vamos a seguir discutiendo. 


En particular, me interesaba que quedara claramente establecida no lo he visto en ningún borrador del 
proyecto la referencia al artículo 28 de la Ley N” 18.191, del 30 de octubre de 2007, relativa a la seguridad 
vial. Como esta ley obliga a que todo vehículo debe registrarse y circular con placa o matrícula, en su Anexo 
habíamos definíamos el concepto de placa o matrícula, estableciendo que fuera el número de registro 
expedido por la autoridad competente. Creemos que en algún artículo de este proyecto de ley debe 
especificarse que interpretamos que la autoridad competente en ese caso es la del domicilio del titular del 
vehículo, salvo excepciones, por ejemplo, el de las personas estatales, fundamentalmente los vehículos que 
están asignados a funciones de seguridad del Estado, que tienen sus propios registros. En estos casos, no 
serán las Intendencias las que otorguen los empadronamientos ya que tanto el Ministerio del Interior como el 
de Defensa Nacional tienen sus propios empadronamientos y, por lo tanto, están excluidos de que la 
autoridad competente sea la Intendencia del departamento correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una aclaración para los señores Diputados que llegaron 
recientemente a la Comisión. 


Después de la comparecencia en este ámbito del Congreso de Intendentes, empezamos a considerar el tema 
de fondo, sin referencia a ningún proyecto en particular. Sin perjuicio de esto, los legisladores de la bancada 
oficialista que han hecho uso de la palabra los señores Diputados Orrico, Asti y Longo, se han referido, 


notoriamente, al proyecto de ley que tiene su iniciativa. Hasta ahora hemos analizado el concepto de 
domicilio, que alumbra cualquier proyecto que uno quiera considerar. 


Yo me había anotado para hacer un comentario con respecto a un aspecto que creo que nosotros debemos 
considerar: hasta dónde el Parlamento tiene potestad para regular este tema. ¿En qué sentido? Al final de la 
sesión pasada hice una intervención en cuanto a que la herramienta de la interpretación de la Constitución 
está disponible. Se encuentra en la Constitución y es algo que el Parlamento puede hacer. La materia 
tributaria departamental está claramente definida en la Constitución. Y la materia tributaria significa definir el 
hecho generador, la alícuota y, obviamente, la base de cálculo. En ese plano, creo que el Parlamento no puede 
entrar. 


(Apoyados) 


——- Sabemos que esto es parte del problema de fondo, porque si los valores fueran los mismos en todas las 
Intendencias lo que sería una coincidencia, porque no hay órgano nacional que pueda establecer eso; es 
materia municipal no tendríamos el problema que este proyecto intenta resolver, veremos si de manera 
apropiada o no. 


En ese análisis de la potestad del legislativo nacional, habría que considerar aspectos que no necesariamente 
están claros. Inclusive, habría que preguntarse si de acuerdo con lo que establece la Constitución, existe la 
posibilidad de que un vehículo esté gravado en dos departamentos. Aclaro que no me refiero a la solución 
adoptada por una Intendencia; que es parte de un tema que la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración tiene como un recurso en su proceso de discusión. Me estoy refiriendo 
a algo que disponen la Constitución y la Ley Orgánica Municipal y ambas son bastante escuetas al establecer: 
una hace referencia a vehículos de transporte y, la otra, a rodados. El artículo 46 de la Ley Orgánica 
establece: "Son rentas propias de los Departamentos, administradas y empleadas por ellos de conformidad 
con esta ley, los ingresos municipales provenientes de: (...)" y en el numeral 2) dice: "Rodados", y más nada. 


Esto es algo que nosotros deberíamos analizar, entre otras razones, porque, asumiendo la posibilidad de que 
el Parlamento dictara una norma que colidiera con la Constitución, el hecho de que haya una sola Intendencia 
que se oponga puede generar que la solución que nosotros muy contentos podamos lograr no tenga el efecto 
querido, entre otras cosas, por estar extralimitando nuestras potestades. 


SEÑOR ORRICO.- En general, comparto lo que ha dicho el señor Presidente. Lo único que aclaro es 
que conozco, no una, por lo menos dos Intendencias que aplican la doble tributación. Una la está 
aplicando y la otra no; esa es la única diferencia hasta donde yo conozco. Pero este no es el tema en 
discusión en este momento. 


La bancada del Frente Amplio solicita que se levante la sesión, porque queremos redondear algunos aspectos 
de este tema, especialmente el que tiene que ver con las personas jurídicas. Este es de los proyectos de ley 
que aparecen como muy fáciles cuando se van a enunciar y, luego uno empieza a advertir que en realidad las 
cosas no son tan claras y que hay que coordinar muchos conceptos. Por estos motivos, necesitamos mantener 
una reunión de bancada para traer las cosas mucho más pulidas de lo que las tenemos hoy. Hemos advertido 
algunas vacilaciones que para nosotros, como fuerza política, nos resulta imprescindible resolver. 


Por lo tanto, solicito el levantamiento de la reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, ante un pedido de esta naturaleza, lo correcto es acceder. 
Quizás haya aspectos que no tengan que ver con temas puntuales de los propios proyectos de ley que 
puedan ser considerados o, por lo menos, intercambiados, para no venir y encontrarnos con una 
discusión de fondo como, por ejemplo, la potestad de regular y hasta qué punto está establecida. 


SEÑOR BOTANA.- En realidad, no sé qué es lo que vamos a hacer: si vamos a continuar hablando y 
refiriéndonos a otros temas y no a los proyectos de ley que es un camino o si vamos a levantar la sesión. 
En un caso o en el otro, quiero decir que ha habido un par de comentarios sobre los cuales me gustaría 
hacer comentarios, precisamente. 


Se habla del penoso espectáculo de la patente diferente en distintos departamentos. 
(Interrupción del señor Diputado Orrico) 


——— Creo haber escuchado de su propia boca, Diputado Orrico... 


SEÑOR ORRICO.- Creo que el penoso espectáculo no es que haya patentes con distintos valores. Ese 
no es el penoso espectáculo; eso debiera ser lo normal, porque precisamente las autonomías 
departamentales son eso: que un Intendente pueda subir la patente de rodado y bajar la contribución 
inmobiliaria porque así lo decide. Luego, la ciudadanía cuando vota dirá si está de acuerdo o no con 
eso. No me refiero a la potestad sagrada que tienen los departamentos de determinar cómo se integran 
sus presupuestos. Me estoy refiriendo al penoso espectáculo en el sentido de que hace muchos años no 
es de ahora, ya en la época de Elizalde, creo que en el año 1986 o 1987, ya se había armado lío con este 
tema existe lo que la prensa ha denominado "guerra de las patentes". Me refiero a que todo sistema 
político aparece en el ojo de la tormenta por un tema que en los hechos no hemos sabido o no hemos 
podido resolver. En ese sentido hablo del penoso espectáculo. Yo estoy a favor de que cada Intendencia 
fije el costo que crea conveniente. Cada ciudadano de cada Intendencia paga donde vive y, luego, 
cuando vota, decide si premia o no al que le puso un impuesto a esto, o a esto otro. Impuestos va a 
haber siempre, el asunto es cómo se distribuyen. Me parece que quienes defendemos la 
descentralización lo primero que tendríamos que hacer es defender que los departamentos determinen 
cómo se distribuyen sus cargas tributarias. De lo contrario, lo que estamos haciendo es atentar contra 
la autonomía departamental, lo que no está en mi ánimo en absoluto. 


SEÑOR BOTANA.- Agradezco la aclaración, señor Diputado. 


De cualquier modo, yo no estoy dispuesto como legislador a legislar en función del espectáculo, porque el 
país tiene situaciones mucho más penosas que, por no ser espectáculo en los medios de prensa, no mueven a 
ningún legislador, como las colas en los hospitales permanentemente como una imagen terrible en nuestros 
departamentos del país. Acá no veo ninguna levantada mediática del tema y, por lo tanto, importa poco a los 
Diputados que están preocupados por el espectáculo. Los niños pidiendo en las esquinas, eso son temas de 
verdad. Esos son temas importantes. Esos y otros, como la caída del nivel educativo o la inexistencia del 
cumplimiento del Ministerio de Transporte y Obras Públicas en las rutas en determinados departamentos y en 
lugares del país, los más alejados de Montevideo. Hay temas de verdad. Pero los primeros que referí, esos 
son temas por los que deberíamos preocuparnos. 


La verdad es que cuando nos preocupamos por este tema, uno se tiene que preguntar por qué surge el tema. 
Si uno mira los niveles de incidencia de las patentes de rodados en los departamentos, ve que es un ingreso 
importante. Hay departamentos donde llega a ser casi el 46% de los ingresos departamentales y el 30% de los 
ingresos totales. En Montevideo es el 20% de sus ingresos totales, incluidas las transferencias que se reciben 
del Gobierno Central; y es la cuarta parte de los ingresos del departamento de Montevideo. Entonces, es tema 
sensible; es la cuarta parte de los ingresos recaudados localmente en Montevideo. Entonces, si es tema 
sensible, hay que ver cómo resolverlo. Pero acá la cuestión es el ingreso de los departamentos; la cuestión no 
es el domicilio. Ojo con que la solución que vayamos a dar no termine empeorando las cosas. Ninguno de 
estos proyectos de ley va a funcionar bien, para empezar porque todos ellos van a requerir más trámites, más 
certificaciones, todos ellos van a traer más líos y más problemas. Entonces, lo que tendremos que hacer es 
pensar en algún tipo de ingreso para los Gobiernos municipales que sustituya a la patente de rodados como 
fuente fundamental, si es que queremos dar solución definitiva a este tema. 


Lo otro es que la ley creo que es muy pertinente lo que plantea el señor Presidente tiene que evitar violar la 
Constitución de la República. Y todos los proyectos que se presentan en este tema terminan violando la 
Constitución de la República. Si bien no intervienen en el monto del impuesto, todos sabemos que el monto y 
las condiciones del tributo son indisolubles. Y la Constitución cuando permite que haya incidencia legal o de 
otro tipo sobre lo que son las fuentes de los ingresos departamentales, lo dice expresamente. El único caso 
que se establece es el de la contribución inmobiliaria rural y la Constitución dice expresamente que la fijará 
el Gobierno nacional. Por algo no lo dice en el caso de la patente de rodados. 


(Interrupciones) 


——- Se están fijando las condiciones de la patente de rodados. Sí, señor. Se está fijando la condición del 
domicilio. 


(Interrupción del señor Diputado Orrico) 
——- No sea atrevido. Disparate es presentar un proyecto de ley de este tipo. 
(Interrupción del señor Diputado Lacalle Pou) 


——- El señor Diputado Lacalle Pou sabe muy bien que yo estaba respondiendo a una agresión totalmente 
indebida cuando estoy plateando un tema que es absolutamente serio, el de la pertinencia o no de legislar en 
este campo. 


Voy a dejar por acá, señor Presidente, y más adelante vamos a tratar las consecuencias que este tipo de 
proyecto va a tener. Pero acá lo que van a conseguir con este tipo de proyectos, además de centralizar total y 
absolutamente una función más en el país, es terminar con el Congreso de Intendentes. El día que empiecen 
los reclamos cruzados entre las Intendencias, vamos a terminar con ese buen instrumento jurídico que algún 
día el país se dio. 


Así que hablaremos de eso en su momento. 


SEÑOR ASTLI.- Simplemente, debido a las manifestaciones que hizo el señor Diputado Botana, quiero 
recordar que fue el propio Congreso de Intendentes el que decidió buscar el camino de la ley para 
resolver este problema e, inclusive vino a esta Comisión a manifestarse sobre los proyectos que estamos 
discutiendo. Reconozco que puede haber dudas sobre la constitucionalidad o no 


Nosotros estamos absolutamente seguros y por eso planteamos que este tipo de interpretaciones que hace el 
Parlamento está dentro de las facultades que otorga el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución de la 
República porque, precisamente, es la forma de asegurar la autonomía de cada una de las diecinueve 
Intendencias. La Constitución otorga a cada una de ellas la posibilidad de recaudar un tributo sobre vehículos 
automotores. 


SEÑOR BOTANA.- En cuanto a la interpretación del Congreso de Intendentes, indudablemente hay 
necesidad de solucionar una cuestión... 


(Interrupción de varios señores Representantes) 


——- Decía que el Congreso de Intendentes está planteando la necesidad de solucionar un problema interno, 
que es de preocupación entre los Intendentes, pero los legisladores tenemos otra obligación. Nosotros 
tenemos, en primer lugar, la obligación de cumplir con la Constitución de la República y, en segundo 
término, la obligación de solucionar los temas del país y no los conflictos entre los Intendentes. Inclusive, el 
Congreso de Intendentes nos hace un pedido de retroactividad que está por fuera de todos los principios 
generales del Derecho. En las aulas universitarias se nos enseñó que legislar para atrás no era lo 
correspondiente. 


(Interrupción de varios señores Representantes) 
——- El Frente Amplio ha decidido legislar bastante para atrás. 


(Interrupción de varios señores Representantes) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita que no se interrumpa al orador. 


SEÑOR BOTANA.- Los señores Diputados Cánepa y Orrico me trasladan sus consideraciones. El 
Frente Amplio se ha olvidado bastante de eso en este Período, y ha legislado bastante para atrás, 
utilizando una mayoría absoluta que se lo ha permitido. De cualquier manera, esto no es cuestión 
conveniente. 


SEÑOR LACALLE POU.- Hasta hoy mi musa inspiradora fue Liliam Kechichian, y se lo manifesté 
puntualmente. Ahora mi muso inspirador es el señor Diputado Botana, porque cuando empieza a 
meterse en el tema a uno le van surgiendo apostillas sobre las cuales quiere opinar y debatir, por 
supuesto que amistosamente. 


En primer lugar, no veo dónde puede lindar con la inconstitucionalidad el proyecto que presentamos con el 

ex Diputado Berois Quinteros y la ex Diputada Silvia Ferreira. La única disposición al respecto, el numeral 

6%) del artículo 297, no refiere a la posibilidad de que el Parlamento fije criterios de empadronamiento. Si el 
Parlamento decidiera dar un paso más, estaría violando la Carta Magna. 


En segundo término, creo que es un tema importante; quizás no sea urgente y seguramente no sea taquillero. 
Pero es un tema importante, y el gobernante y administrador debe caminar y mascar chicle al mismo tiempo. 
En eso estamos: ocupándonos y preocupándonos por distintos temas. Y eso es lo que el 21 de diciembre de 
2000 se nos ocurrió hacer. 


Ahora llega el neo proyecto del Gobierno con algunos artículos, para mí, de difícil, si no imposible, 
aplicación y con algunos temas que omiten la Constitución o la pasan por arriba, pero el espíritu, al fin y al 
cabo, es el mismo. 


Entre todos hemos llegado a un acuerdo que no ha sido fácil y que implica descartar la posibilidad de que el 
Gobierno determine una patente única porque ahí sí, como decía el señor Diputado Botana, estaríamos 
violando la Constitución. Por suerte el Gobierno, después de algún intento, optó por este camino que es en el 
que todos nos hemos encontrado. 


Mi intervención primaria, antes de escuchar a mi estimado amigo Botana, iba en el sentido de solicitar a la 
Secretaría que hiciera un comparativo de los dos proyectos, si es que cabe, porque no quiero venir a escuchar 
al señor Diputado Asti, o a cualquier otro, hablar de su proyecto cuando ni siquiera hemos fijado un criterio. 
Cuando se empieza a hablar del articulado y todavía no hemos definido qué proyecto vamos a considerar, es 
como cuando en la escuela, después de las vacaciones del verano, no había mucho para hacer y la redacción 
era tema libre, cada uno hablaba de lo que se le ocurría. Aquí estamos en un tema libre; uno agarra un 
artículo, otro, otro artículo, pero no estamos tratando los proyectos formalmente. 


Todos estamos de acuerdo con establecer un criterio de empadronamiento. Estamos de acuerdo con un 
criterio salvo el señor Diputado Botana que nos ha hecho saber que no está de acuerdo y el señor Presidente 
que levanta la mano ahora, y queda por decidir dónde lo vamos a enmarcar. Como vamos a tener que analizar 
las cosas formalmente, digamos qué proyecto vamos a tratar o si se van a considerar los dos al mismo 
tiempo, aunque esto último me parece un poco complicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los dos proyectos apuntan al mismo tema, por lo que pueden tratarse de 
manera conjunta. Obviamente, contemplan soluciones distintas, además de que la extensión de los 
artículos es diferente. La Mesa cree que se puede hacer una correspondencia entre ambos y trabajar 
con ella. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- El pedido de levantamiento de la sesión del señor Diputado Orrico está 
pendiente, y creemos que está bien que se quiera reflexionar acerca de los textos que están en 
discusión. Me voy a permitir advertir algunas inconveniencias, ya que he leído los dos proyectos de ley 
que están a consideración de la Comisión. 


El proyecto de ley presentado por el Frente Amplio deja algunos lugares grises que no son convenientes. El 
artículo 3" establece: " (...) la autoridad competente en lo referente a matrícula o patente es el Gobierno 
Departamental donde radique en forma permanente el propietario o titular del vehículo o donde éste circule 
habitualmente". El criterio que se había expuesto es contradictorio con la letra del proyecto, que establece 
dos posibilidades. 


En el artículo 8* se faculta al Poder Ejecutivo a exceptuar del régimen que se establezca a los vehículos 
empadronados en un departamento determinado con una antigúedad mayor a 5 años. No vemos la 
conveniencia de esto. 


Luego, el artículo 9” declara de interés general que el Congreso de Intendentes pueda fijar montos máximos y 
mínimos de los impuestos. Aquí sí creo que asiste razón al señor Diputado Botana en cuanto a la 
inconstitucionalidad de la norma. A mí me parece que el Congreso de Intendentes no tiene facultad para 
establecer los montos de este tributo. 


El proyecto de ley presentado por el señor Diputado Lacalle Pou es una buena contribución para que los 
legisladores del Gobierno estudien. Esto no es una cuestión de competencia, de quién presentó uno y quién 
presentó el otro. Los legisladores que estudiaron el tema de parte del Gobierno podrán ver que en los dos 
artículos que se establecen se encuadra muy bien el asunto. Naturalmente, el proyecto está abierto a alguna 
otra consideración. 


El artículo 1* establece el lugar de residencia o lugar de trabajo, que es lo que disponen los artículos 24 y 25 
del Título II del Código Civil. Allí se establece el domicilio con ánimo de permanecer y el lugar donde un 
individuo ejerce habitualmente su profesión u oficio. Las dos posibilidades están bien delimitadas; me parece 
que no estaría mal incluir esto en la norma. 


En el artículo 2* se establecen las sanciones me parece que toda norma de este tipo debe tenerlas; de lo 
contrario, no tienen sentido; se estipula que las Intendencias Municipales podrán impugnar las certificaciones 
notariales y se establece la pena que corresponde en caso de constatarse falsedad. 


Creo que este proyecto es bien simple y que establece los dos conceptos de domicilio que puede haber. Desde 
mi punto de vista, tenemos que pensar que, por ejemplo, un escribano, un abogado o un ingeniero agrónomo 
puede vivir con ánimo de residencia en Montevideo y tener su lugar de trabajo en Canelones, por decir algo. 
Esta situación debe contemplarse; el Código Civil así lo establece. Desde mi punto de vista, es la única 
posibilidad que podría caber. 


De esta manera no establecemos una patente única; dejamos a los departamentos que establezcan su 
impuesto, pero damos un marco jurídico para que se puedan mover de determinada forma. Creo que 
tendremos que reflexionar, tratar de unificar estos dos proyectos y optar por la vía más simple para legislar en 
un tema difícil. 


Con respecto a la nota del Congreso de Intendentes debo decir que no es vinculante; según mi criterio, esto es 
una expresión de deseos del Congreso de Intendentes, que el legislador podrá tomar en cuenta o no. Al 
respecto, ya adelanto mi posición contraria a tomar este criterio, pues me parece que no es de recibo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría va a poner por escrito el estudio comparativo, pero el proyecto 
de ley del Diputado Lacalle, de la ex Diputada Silvia Ferreira y del ex Diputado Berois Quinteros tiene 
dos artículos, mientras que el de la bancada de Gobierno tiene diez. El artículo 1” del proyecto que 
referí en primer lugar se corresponde a los artículos 2”, 3” y 4* del proyecto de la bancada de Gobierno; 
el artículo 2” del proyecto de los legisladores del Partido Nacional, con los artículos 5%, 6% y 7”. El 
artículo 1”, 8”, 9” y 10 del proyecto de la bancada oficialista son disposiciones generales que no tienen 
coincidencia en cuanto a su material. Lo aclaro para que sirva de guía, aunque reitero que vamos a 
poner por escrito el estudio comparativo porque, si bien no estamos ante proyectos de muchos artículos 
por lo que sería innecesario hacerlo, así se ha solicitado. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a hacer algunos comentarios generales que, en su momento, ya 
realizamos; probablemente en algunos pecaremos de ser muy reiterativos. 


Obviamente, la patente de rodados en algunos departamentos representa mucho y en otros poco. Del mismo 
modo, las ayudas del Gobierno Central en algunos departamentos representan poco y en otros mucho; por 
ejemplo, Montevideo recibe entre el 8% y el 9% de ayuda del Gobierno Central, mientras Cerro Largo recibe 
el 56%. 


SEÑOR BOTANA.- Creo que este es un tema importante. Todas esas partidas tienen una razón de ser. 
Actualmente se ha establecido un monto único, una partida única con lo que era la distribución 
anterior de recursos. Esto tiene relación con los kilómetros de caminería que los departamentos tienen, 
con el nivel de necesidades básicas insatisfechas, con el nivel de generación de valor y viceversa, con la 
población y el territorio, con el nivel de juego, etcétera. Todos estos elementos fueron produciendo 


distintos indicadores en cada área, en base a los cuales se asignaron los montos. Esto no es un milagro; 
la idea que preside esta distribución es la de mejorar los niveles de equidad en la distribución del 
ingreso entre la población. 


Yo le diría al Diputado Salsamendi que le diera a mi departamento de Cerro Largo o a cualquier otro del 
interior la posibilidad de ser capital de la República. ¿Saben la cantidad de ingresos que derivan del hecho de 
ser capital de la República? 


El ingreso de todos los Municipios está asociado con el nivel de actividad de los departamentos; hemos 
hecho todos los estudios econométricos correspondientes en diversos años y concluimos en que esa 
asociación es indisoluble. ¡Y vaya si habrá aportes al producto bruto generado en el departamento por el 
hecho de ser capital del país! ¿Cuántos salarios se pagan acá? ¿Cuánto gasto de funcionamiento hay? 
¿Cuánto valor se genera? Cualquier departamento querría ser la capital del país, porque ¡vaya si estos 
servicios dejan al departamento en una situación privilegiada! 


Le agradezco mucho al Diputado Salsamendi que me haya dado la posibilidad de aclarar esta cuestión. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Lamento que el Diputado Botana no haya terminado de escuchar mi 
explicación y se haya adelantado a decirnos lo que sabemos; de todos modos, está bien a los efectos de 
que quede en la versión taquigráfica. En lo personal, me tocó participar de algunas de las discusiones 
sobre cómo ir integrando esos indicadores, pero reitero que me parece bien que esto quede en la 
versión taquigráfica. 


Lo que quiero decir es que, obviamente, la realidad de cada departamento es particular en función de los 
elementos que yo venía analizando, de los que refirió el señor Diputado Botana, etcétera; eso es así, sin duda 
alguna. La preocupación de los legisladores se da en función de que los ingresos de las Intendencias también 
responden cotidianamente a necesidades muy importantes de la gente. Yo no voy a discutir acerca de si nos 
preocupamos o no de los temas del país o de las cuestiones que mencionó el señor Diputado Botana; sería 
una discusión larguísima y, en lo personal, también puedo hacer comparaciones con quien quiera y decir 
quién se preocupó o no sobre estos problemas, pero me parece que esas consideraciones son cohetitos 
brasileños en esta discusión y que no tienen demasiado interés. 


El Congreso de Intendentes nos planteó que están a favor de buscar una solución legislativa. ¿Es un órgano 
vinculante con el Parlamento? No. ¿En lo personal le doy una importancia política fundamental y respeto la 
opinión de los Intendentes? Sí, absolutamente. Además, no se trata solo de la opinión de Intendentes 
individualmente considerados, sino de la de un órgano reconocido en la Constitución de la República que, en 
lo personal, no me es indiferente, y menos cuando estamos tratando temas que, directa o indirectamente, les 
atañen. Esto ya se aclaró largamente pero reiteremos: no se legisla en materia de patentes de rodados en 
términos estrictos. No se está ingresando en la materia municipal; para mí esto es absolutamente claro. 


En cuanto a la retroactividad, el Código Civil determina que las leyes no tendrán carácter retroactivo; eso lo 
dice expresamente en su artículo 7”. Pero, precisamente, el Código Civil es una ley, no es la Constitución, y si 
bien una ley tiene carácter general, obviamente puede ser derogada en este caso debe serlo en forma expresa 
por otra ley posterior en el tiempo. Por lo tanto, tiene ese carácter, eso es así; no conozco absolutamente 
ninguna interpretación distinta a esta. Si la ley no dice nada, se aplica el principio general de lo que se 
denomina Derecho de fondo, que es lo que surge del Código Civil. Pero si la ley expresamente señala que 
tendrá determinado carácter, para ese caso específico no rige este artículo 7” del código Civil. 


Obviamente, esta, como cualquier ley, sea retroactiva o no, eventualmente puede generar perjuicios, y en ese 
caso tendrá determinadas consecuencias. Por lo tanto, obviamente, cuando uno define cualquier planteo con 
carácter retroactivo, debe tener un cuidado muy particular. La norma general es la no retroactividad, pero 
nada impide que pueda plantearse en casos particulares y en función, reitero, de una derogación expresa una 
solución diferente a la que determina el artículo 7* del Código Civil. 


En la presentación que nos realizara el Congreso de Intendentes en este ámbito, manifestó expresamente su 
voluntad política de que se transitara por la vía de una solución legal; tuvimos una larga sesión, en mi 
opinión, muy productiva y fructífera. En aquel momento se adelantó coincidiendo plenamente con lo que hoy 
ha expresado el Diputado Borsari con relación a las facultades del Congreso de Intendentes; fue un tema 


particularmente debatido en aquella presentación de los representantes de ese órgano- la búsqueda de una 
solución que contemplara dos elementos: la realidad política de la existencia de un Congreso de Intendentes, 
que todos pretendemos fortalecer, y la Constitución de la República en cuanto a quién tiene la potestad 
legislativa y reglamentaria en relación a lo que eventualmente se legisle en sentido formal y material. 


El planteo que nos hiciera el Congreso de Intendentes tomó en cuenta en su análisis los dos proyectos, tal 
como lo hacemos ahora. Creo que el ánimo de todos ha sido trabajar sobre la base de la mayor armonización 
posible de estos proyectos, así como de las opiniones vertidas en esta Comisión y de aquellas que surgieron 
del propio Congreso de Intendentes, por una razón obvia. Hablando en términos no solo legislativos sino 
también políticos, cualquier solución que no satisfaga a todas las Intendencias que están en juego, 
lógicamente tendrá más dificultades en su aplicación que si se logra un acuerdo cediendo cada uno lo que 
debe que permita arribar a una solución que dé satisfacción general a los planteos de cada uno de los 
departamentos representados por sus Intendentes y por los legisladores aquí presentes, particularmente en 
esta Cámara que se integra en función de la representación departamental. 


Ese es el ánimo con el que esto se ha planteado. En esta sesión partimos de una primera discusión: si 
legislamos o no sobre la materia. Esta es la discusión que, de algún modo, plantearon los Diputados Botana y 
Lorenzo. No estoy seguro de estar interpretando correctamente su visión, pero en principio fue planteado en 
estos términos. 


Nosotros queremos reiterar que nos parece que efectivamente debemos encontrar una solución legislativa 
respetuosa de la autonomía departamental pero que, a su vez, encare un problema que existe y es importante, 
porque hace ni más ni menos que a los ingresos de cada una de las Intendencias de nuestro país, órganos de 
Gobierno que todos consideramos absolutamente vitales. En mi opinión estamos tratando un tema de la más 
alta importancia política y, por ende, de la más alta importancia en una agenda legislativa. 


El señor Diputado Botana sabe que podemos discutir, y a veces muy fuertemente, con el respeto que me 
merece su opinión como no puede ser de otro modo, y en este caso sinceramente me permito discrepar con él, 
no con las soluciones concretas sino con la filosofía que inspiró su planteo inicial. 


Me parece que estas son las razones por las cuales varios compañeros han tomado la iniciativa de llegar a 
estos proyectos de ley que a la vista está, las pruebas son claras no surgen por una preocupación 
exclusivamente de un partido o de un sector político de este Parlamento. Por el contrario, surgen de los 
diversos partidos, y a esta altura yo diría que de casi todo el sistema político; por lo visto hoy, con alguna 
excepción. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BOTANA.- Quisiera agradecer al Diputado Salsamendi el respeto con el que aclara la cuestión 
de la retroactividad. Sinceramente, me parece inteligente y respetuosa su aclaración. 


Además, quiero decirle que cuando me referí a cuáles son los temas importantes y sensibles no lo involucraba 
a él, sino al Diputado que hizo la exposición sobre la importancia de solucionar este problema en la medida 
en que estaba en la prensa, en la opinión pública, y se lo había caratulado como "Guerra de las Patentes". 


Sencillamente, era eso lo que quería aclarar, y no ocupo más el tiempo de la Comisión. 


SEÑOR ASTI.- Lamento que no esté presente el señor Diputado Lacalle porque él hizo referencia no 
quise hacer uso del derecho de la alusión a quienes venimos a participar de esta Comisión integrada 
desde la de Asuntos Municipales y Descentralización, con un proyecto que surgió en ese ámbito y en la 
bancada del Frente Amplio. Efectivamente, en la primera sesión de las Comisiones integradas, 
presentamos las bases del proyecto, porque el otro ya estaba radicado en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración; como este venía de afuera si cabe el término, lo dimos 
a conocer. 


En la siguiente sesión se contó con la presencia del Congreso de Intendentes que, a mi entender, definió 
algunas cosas con respecto a estos proyectos. Una de ellas era tomar como base el proyecto presentado por la 
bancada del Frente Amplio, incorporarle fundamentalmente los conceptos del artículo 2” del proyecto de la 


ex Diputada Ferreira, del ex Diputado Berois Quinteros y del Diputado Lacalle Pou, porque tenía elementos 
que no contenía la otra iniciativa, como la intervención como modo de prueba de la certificación notarial y 
otra cuestión que nosotros omitimos decir: la posibilidad de que las Intendencias recurrieran la validez de ese 
certificado. 


Por lo tanto, tomamos uno como base y, de acuerdo con el análisis que hacía el señor Presidente, estamos 
incorporando los elementos que aporta el proyecto del señor Diputado Lacalle Pou. 


La segunda cosa que nos dijeron de nuestro proyecto fue que no querían que se dejaran tantas cosas libradas 
a la reglamentación del Poder Ejecutivo, sino que estuvieran precisadas en la ley. Inclusive, en ese momento 
habíamos dicho que no teníamos inconveniente en cambiar la redacción donde decía "Poder Ejecutivo" y 
poner que fuera el Poder Ejecutivo con asesoramiento o previo informe favorable del Congreso de 
Intendentes, pero ellos volvieron a manifestar que querían que estuviera en la ley. 


El tercer tema es el relativo a la retroactividad. Si bien no soy abogado y no entro a analizar temas 
esencialmente jurídicos, me parece que acá no se trata de una cuestión estrictamente de retroactividad porque 
la ley establece la forma en la que deben realizarse los empadronamientos. El régimen que plantea el 
proyecto no es algo novedoso, ya que la obligación de empadronar en el lugar de residencia lo había resuelto 
el Congreso de Intendentes, desde Paso Severino hasta acá, no sé cuántas veces; simplemente ahora le 
dábamos carácter legal. Por lo tanto, no estamos reclamando que quienes tengan cinco años, como decía el 
proyecto, o un año, como proponen los Intendentes, tengan que pagar esa Patente de Rodados en el lugar de 
residencia, sino que, a partir de ahora, quienes estén empadronados en un departamento que no es el que la 
ley está definiendo como el de su residencia deberán hacerlo en el lugar de esta. Lo que plantean los 
Intendentes es, simplemente, que se aplique al Ejercicio en curso; podría plantearse para el siguiente, pero 
todos sabemos no nos vamos a engañar que eso implicaría consolidar una situación que ha estado en la 
prensa, este año más que nunca, y no me refiero al valor de las patentes en esto coincido totalmente con el 
señor Diputado Orrico, porque eso está fuera de discusión, sino a los criterios cuestionables por los cuales se 
puede empadronar que contravienen lo dispuesto por muchos Congresos de Intendentes, en diversas 
reuniones y con distintas integraciones, durante varios años. Nosotros entendemos que estos proyectos, 
precisamente, están basados en el respeto a la Constitución, haciendo que se respeten las autonomías 
municipales de cada una de las Intendencias, a fin de evitar que las decisiones de una estén violando la 
autonomía de recibir los ingresos de la otra. 


Respecto a la constitucionalidad del artículo 9 del proyecto que presentó la bancada del Frente Amplio, que 
tuvimos el gusto de proponer y redactar, reconozco que se trata de un simple saludo a la bandera, y si alguien 
lo tilda de inconstitucional, no tenemos ningún inconveniente en retirarlo. Con ello, simplemente 
pretendíamos dar otro instrumento al Congreso de Intendentes para que llevara a cabo lo que realiza todos los 
años y todos los años se viola. Desde nuestro punto de vista, lo hacíamos sin violar la Constitución al 
declarar que era una cuestión de interés general me remito a los principios generales del Derecho, que no 
conozco, pero que algunas horas me insumió en mi carrera profesional, en el entendido de que, por ley, 
solamente se puede privar a alguien de algún derecho cuando media un interés general. Entonces, estábamos 
estableciendo reitero que se trata de algo personal y no es la bandera de este proyecto que si el Congreso de 
Intendentes resolviera, por los métodos que tiene para ello, declarar montos mínimos y máximos, eso se 
pudiera considerar de interés general. Se trataba de una declaración y nada más que eso; no era obligatorio 
tomarla. Cada uno hará el análisis respecto a su constitucionalidad, pero reitero desde ya que si esto es 
motivo de división, como redactor del proyecto, no tengo ningún problema en eliminarlo. 


Por último, no voy a reiterar lo que expresé en la reunión anterior con respecto al carácter complejo del 
tributo conocido como Patente de Rodados pese a que es un impuesto es un tema que seguramente está en el 
fondo de la discusión, dado que grava los vehículos automotores, pero no su propiedad, sino su circulación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer algunas consideraciones generales sobre los proyectos antes de 
dar cierre a la sesión porque, en la próxima, ya tendríamos que entrar a la discusión particular, y 
también aclarar posiciones pues, a veces, la calidad de Presidente me inhibe de intervenir en los 
intercambios. 


Antes que nada, quiero decir que la autonomía municipal no es en absoluto disponible por un Intendente o 
por todos ellos juntos en ningún ámbito, ni siquiera en el Congreso de Intendentes, y que es irrelevante, a los 


efectos de la discusión que pretendo dar desde el punto de vista del fondo, que los señores Intendentes, por 
unanimidad o con abstenciones, hayan resuelto cuestiones referidas al contenido de la ley o a su vigencia. 


Deseo manifestar que procuraré contribuir positivamente a solucionar este problema, aunque no lo haré 
violando la Constitución ni el marco normativo, porque tampoco nosotros, como legisladores, aun cuando 
hubiera unanimidad, tenemos la potestad de resolver lo que tampoco pueden los Intendentes. 


Acá estamos ante un asunto de potestad tributaria; el tema de fondo es potestad tributaria de los 
departamentos. La potestad tributaria en general es inherente a la existencia del Estado y el único límite que 
tiene, más allá de otros principios que el Derecho Tributario ha desarrollado, es el de la legalidad. Pero la 
potestad tributaria departamental, además del límite de la legalidad, o sea, de la necesidad de un decreto de la 
Junta Departamental, que es la ley en la materia municipal, está restringida a ciertas materias. Es decir que 
los departamentos, entidades políticas menores con relación al Estado y definidas en función de un territorio, 
tienen materias restringidas para ejercer esa potestad tributaria departamental. Inclusive, podría llegar a 
discutirse que el Estado no mantuviera esa potestad tributaria sobre aquellas materias que son municipales, 
pero esa sería una discusión más profunda; lo que es seguro es que los departamentos no pueden establecerla 
si no es en los casos previstos por la Constitución. Y esto no lo digo porque sí; no es una digresión; en mi 
opinión, tiene un sentido en cuanto a las posibilidades que tiene el Parlamento de solucionar el tema. 


También está claro que cuando la Constitución ha querido que una fuente de ingresos municipales fuera 
regulada por ley, lo estableció expresamente; es el caso de la Contribución Inmobiliaria Rural. Creo que 
cuando los proyectos de ley entran a considerar el domicilio, están entrando en la materia tributaria. La 
materia tributaria se define en función del hecho generador y de la base del cálculo y las alícuotas aplicables. 
Después, hay otro conjunto de regulaciones referidas a tiempo, sujetos, corresponsables, agentes de 
retención; es decir, hay muchos elementos, pero básicamente son: cuáles son los actos que generan un tributo 
y cómo se calcula este. Creo que al establecer en una ley que el hecho generador del tributo referido a la 
potestad tributaria departamental numeral 6”, artículo 295; "vehículos de transporte; lo dice de una manera 
pobre tiene un componente referido al domicilio del propietario, se está ingresando en materia tributaria, y la 
ley no puede hacerlo. 


¿Qué puede hacer la ley? Interpretar la Constitución sin forzar su sentido, y puede establecer algún tributo 
que genere recursos para un mecanismo compensatorio del desequilibrio que eventualmente pudiera 
generarse por la guerra de las patentes. Si bien el impuesto es un tributo que no tiene contraprestación 
inmediata ni futura, como pueden ser las tasas, las contribuciones especiales de la seguridad social esto ya lo 
dije y lo reafirmo ahora, pero no para que me den una clase de los distintos tipos de tributos, como se intentó 
hacer en alguna reunión, también tiene una razonabilidad. La potestad tributaria departamental está definida 
para los vehículos de transporte, porque las Intendencias arreglan los caminos y las calles. Básicamente es 
eso. 


En consecuencia, creo que puede haber un mecanismo compensatorio, más allá de la paramétrica que se haya 
establecido para asignar los recursos que el Gobierno Central destina a las Intendencias, que fue el 
intercambio que mantuvieron los señores Diputados Salsamendi y Botana. 


Entonces, ¿por qué tengo esta posición, que he omitido expresar hasta ahora para no inhibir la discusión en 
un tema que aun nos puede llevar a un punto anterior a la regulación en sí? Creo que al definir domicilio, 
residencia y todos los temas que los dos proyectos de ley establecen, estamos ingresando en materia 
tributaria, en particular en el hecho generador y, en consecuencia, estamos invadiendo la potestad tributaria 
departamental. 


Es bueno establecer una solución a este tema. Entiendo que estamos subsidiando una gran carencia de los 
Intendentes, que alcanzaron acuerdos políticos, pero que no tienen posibilidad de llevarlos a buen término en 
sus respectivos ámbitos de los Gobiernos Departamentales. 


Considero que de aprobarse una ley por la razonabilidad de la integración del órgano Comisiones veo que 
hay mayorías para aprobar una norma en ese sentido, para que no incurra en inconstitucionalidad, debería ser 
de perfil interpretativo el Parlamento está facultado a hacerlo, de acuerdo con la Constitución de la República 
o establecer un tributo que genere un mecanismo compensatorio para resolver un problema que debería estar 
solucionado en el ámbito de los Gobiernos Departamentales por acuerdo unánime, no en el Congreso, sino en 
los regímenes jurídicos establecidos en cada uno de ellos, con las Juntas Departamentales aprobando los 


decretos respectivos. Ese fue el problema por el cual los acuerdos a los que se llegaron no se han concretado, 
porque había unanimidad de Intendentes pero no de Juntas Departamentales. 


Quería hacer estos comentarios para dejar en claro cuál es mi pensamiento. 


SEÑOR ASTI.- El señor Presidente de la Comisión planteó como opción distinta a las que se señalan en 
los dos proyectos de ley la creación de un impuesto que pudiera servir de elemento compensatorio. 


También podría incluirse en el proyecto la facultad del Poder Ejecutivo para establecer, dentro de los 
parámetros mencionados por el señor Diputado Botana, un elemento compensatorio, sin necesidad de crear 
un nuevo impuesto. Teniendo en cuenta la distribución de los recursos que provienen del Presupuesto 
Nacional artículo 214, que hoy son los cuatro elementos mencionados por el señor Diputado Botana: 
población, superficie, inverso del PBI y porcentaje de Necesidades Básicas Insatisfechas, se podría agregar 
un elemento más que actuara como compensatorio en todo este tema pero, reitero, sin necesidad de crear un 
tributo nuevo, que es en lo que no coincido con el señor Presidente, pero sí con el concepto respecto a que es 
facultad del Poder Ejecutivo incluir este ítem dentro de los temas de distribución, porque ahí no hay orden 
constitucional sino acuerdos, como ocurre ahora, que la distribución actual surgió de un acuerdo realizado en 
la Comisión Sectorial entre los delegados del Congreso de Intendentes y del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ORRICO.- Mociono para que se levante la reunión. 
VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


